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RESUMEN: El tratamiento legal aragonés de las relaciones interadministrativas es
plenamente coherente con el Estatuto de Autonomia y con la legislacién estatal bésica, y
aporta valor al precisar detalles técnicos en lo tocante a los convenios interadministrativos,
aprovechando la experiencia de la ley de convenios de 2011. En cuanto a los érganos
de cooperacién, solo la Comisién Bilateral Aragén-Estado cuenta con una regulacién
exhaustiva, en linea con su nivel de actividad.
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ABSTRACT: The aragonese legislation on interadministrative relations is fully con-
sistent with the Statute of Autonomy and with the basic State Law. This legislation adds
value because it provides for details on the functioning of administrative agreements,
benefiting from the experience of the former Law on Agreements of 2011. With regard
to the Cooperation Bodies, only the Bilateral Commission is fully regulated, in line with
its current level of activity.
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I. INTRODUCCION

Que Aragén se titule como «tierra de pactos» no deja de ser una mani-
festacién de un anhelo identitario, que se pretende fundamentar sobre unos
vestigios del Derecho antiguo, tanto piblico como privado, cuyo alcance se
ha idealizado y magnificado mds allé de los limites de lo razonable. Por un
lado, el fenémeno de la foralidad como expresién de una forma de gobierno
pacticia —incluso coral— entre el Rey y los elementos descollantes de una socie-
dad civil estamental, a modo de sistema de organizacién politica asimilable a
una democracia germinal, ni fue exclusivo del viejo Reino de Aragén ni es el
precursor —siquiera remoto— de nuestro vigente régimen politico, constitucio-
nal y estatutario. Por ofro lado, la mitificacién costista del brocardo standum
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est chartae y su transfiguracién de mera regla de hermenéutica normativa y
documental a principio general del Derecho con valor vinculante en todo caso
superior al de la norma escrita, parece no sostenerse a pesar de los esfuerzos
doctrinales aplicados en su dia por Lacruz Berpejo y hoy por DELGADO ECHEVERRiA
(entre ofros), segin demostraron primero LAUNDE ABADIA y mds recientemente
MOREU BALLONGA (entre otros menos).

Es un producto —saludable, segin la experiencia— de las circunstancias
que, en un inusual escenario de pluralidad parlamentaria regional en el contexto
nacional, salvo en 6 de los casi 40 afios que viene rigiendo la autonomia de
Aragén, la formacién de sus gobiernos haya sido producto de la coalicién
de distintos partidos (Gltimamente cuatro). También lo es que, al albur de la
pandemia de la COVID-19, todos los partidos politicos con representacién
en las Cortes de Aragén —a excepcién de uno—, los agentes sociales y la
FAMCP suscribiesen la llamada «Estrategia aragonesa para la Recuperacién
Econémica y Social». El pacto politico es la expresién ordinaria y constante
del carécter, también ordinario, de un Estado que proclama el pluralismo como
uno de sus valores fundacionales en el primer articulo de su carta fundacional.

Tornando la mirada al dmbito privatistico, tampoco hay evidencias que
acrediten la existencia de una mayor inclinacién esencial o genética al pac-
tismo en Aragén que en el resto de Espafia. Asi lo demuestra la frecuencia
de uso de instrumentos contractuales o convencionales en las dreas del trafico
juridico privado en que la libertad de pacto tiene un mayor margen de des-
pliegue. En efecto, no parece que se recurra a dichos instrumentos con mayor
intensidad en la geografia aragonesa que fuera de ella, si atendemos a los
datos de la estadistica oficial. Si bien es cierto que los pactos sucesorios en
Aragén ascienden a unos 17.000 anuales frente a los 22.000 suscritos en
toda Espaiia, acaparando un 77,3% del total nacional, no lo es menos que el
Derecho comin es ajeno, por no decir hostil, a estas figuras sucesorias. Por
el contrario, ofras figuras cuyas condiciones de uso si son totalmente homolo-
gables en todas las Comunidades por igual, acreditan la homogeneidad de
la inclinacién pactista de la sociedad espafiola en su conjunto: es el caso de
las capitulaciones matrimoniales, que ocurren en un 22 % del total de matri-
monios celebrados en Aragdn, mientras que se elevan hasta el 24,4% de los
matrimonios celebrados en Espafia.

No obstante lo dicho, cumple reconocer y celebrar la vocacién dialogante
y colaborativa de todas las instituciones piblicas espafiolas, que deriva del
marco normativo positivo y de las propias exigencias de un sistema complejo
como el espafiol. Como en su dia apunté MarTiN REBOLLO, nuestro fexto consti-
tucional no proclama la cooperacién como principio inspirador de las relacio-
nes institucionales, mds alld de lo dispuesto en el 157.3, cuando alude a las
posibles formas de colaboracién financiera como uno de los contenidos de la
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ley orgénica reguladora de la financiacién de las Comunidades Auténomas. A
pesar de esta sorprendente falta de cobertura formal explicita, de la apelacién
a la solidaridad interterritorial recogida en los arts. 2 y 138.1 cabe deducir
que la colaboracién es el tercer pilar en que se basa la arquitectura de un
Estado fuertemente descentralizado como el espafiol, siendo los otros dos la
unidad y la autonomia respectivamente. En efecto, en toda organizacién com-
pleja la colaboracién entre las partes integrantes del sistema es una necesidad
ademds de un reto, y la experiencia de més de cuatro décadas de nuestro
Estado autonémico ha demostrado que, siendo mejorable, la colaboracién ha
sido una prdctica constante y exitosa.

La colaboracién o cooperacién como divisa constitucional, predicable no
solo de las relaciones entre Estado y Comunidades Auténomas sino entre todos
los entes publicos (independientemente de su naturaleza de érganos constitu-
cionales, entidades territoriales, Administraciones independientes, etc.), es, por
lo tanto, un factor esencial para el correcto funcionamiento de las instituciones.
Asi lo dispone nuestra legislacién administrativa general bésica y asi se verifica
cotidianamente. La LRJSP, retomando una tradicién formalmente inaugurada con
la Ley del proceso autonémico de 1983, extendida con la ley de bases del
régimen local en 1985, ampliada con la ley del procedimiento administrativo
comidn de 1992 —singularmente tras su reforma de 1999 —, brufida con los
Estatutos de autonomia «de tercera generacién» y aquilatada con la reforma de
2000 de la Ley orgdnica del Tribunal Constitucional), ordena a las diferentes
Administraciones Publicas y sus entes vinculados o dependientes a actuar y
relacionarse entre si con lealtad (art. 140.1.q), colaboracién obligatoria (c),
cooperacién voluntaria (d), eficiencia (f), entendida como puesta en comin
de recursos) y solidaridad (i). A partir del art. 141 y hasta el 154, la LRJSP
describe detalladamente el significado y alcance de la colaboracién adminis-
trativa y sus técnicas, que son bien conocidas (intercambio de informacién,
asistencia y auxilio mutuo, prestaciones patrimoniales, existencia de érganos
mixtos y participacién en érganos ajenos, integracién de procedimientos deci-
sorios mediante informes, suscripcién de convenios y acuerdos). El completo
panorama de técnicas orgdnicas (Conferencia de Presidentes, Conferencias
Sectoriales y sus comisiones y grupos de trabajo, Comisiones Territoriales de
Coordinacién y Comisiones Bilaterales de Cooperacién) es mejorado con una
regulacién de los convenios como técnica funcional por excelencia, esta vez

en los arts. 47 a 53 LRJSP.

Fuera de este acabado marco legislativo bdsico, hay que insistir en la
vigencia de muchos otros preceptos que contribuyen a delinear la disciplina de
la colaboracién y cooperacién. Las alusiones, en los términos hoy expresados
por la LRJSP o en ofros similares, a la colaboracién y sus férmulas, aparecen
jalonando el ordenamiento financiero y presupuestario, el ordenamiento local,
el ordenamiento administrativo sectorial (en dmbitos dispares e inacabables
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como las subvenciones, la investigacién, el medio ambiente, la sanidad, la
proteccién civil, las aguas...). Pero, en lo que interesa aqui y ahora, importa
destacar que el EAAr recoge desde 2007 varios preceptos que inspiran y
programan la relacién de la Comunidad Auténoma con los entes territoriales
de dmbito superior (el Estado) e inferior (los entes locales) en términos cola-
borativos perfectamente alineados con los que mas tarde incorporé la LRJSP.
Como veremos a continuacién, la reciente legislacién autonémica aragonesa
transita pacificamente por la senda marcada a un lado por el Estatuto y al
otro por la legislacién administrativa estatal bésica.

Il. EL MARCO ESTATUTARIO

Ya se ha adelantado que son muchos los preceptos del EAAr donde se
expresa la vocacién colaborativa de la Comunidad y se regula el modo de su
ejercicio (arts. 88 a 91). Se trata de normas estructuradas en apartados especi-
ficamente dedicados a ello (el Titulo VII, rubricado «Cooperacién institucional y
accién exterior», que da a su vez cabida a sendos capitulos titulados «Relaciones
con el Estado» y «Relaciones con otras Comunidades Auténomas», entre otros
dedicados a la accién europea y exterior de la Comunidad). Ademds, hay
otros preceptos, estos ya dispersos a lo largo del texto estatutario, donde se
regulan la participacién y colaboracién aragonesa en la planificacién y gestién
estatal de los recursos hidricos (art. 72.2 y .3), la Junta de Seguridad paritaria
con el Estado (art. 76.4), la colaboracién entre la Comunidad Auténoma y los
entes locales de su territorio (art. 85y 86), la intervencién en las decisiones de
politica econémica del Estado que afecten a Aragén (art. 101), la participacién
territorializada de Aragén en los tributos generales (art. 108), la Comisién Mixta
de Asuntos Econémico-Financieros Estado-Comunidad Auténoma de Aragédn
(109) y las relaciones financieras con las Entidades Locales Aragonesas (art.
114). No obstante la importancia de estos preceptos, los aspectos medulares
de la regulacién sobre la colaboracién institucional aplicable a la Comunidad
Auténoma se encuentra en los arts. 88 a 91 EAAr (1).

Sin tratarse de elementos exclusivos o privativos de la regulacién estatuta-
ria aragonesa, si cabe predicar de algunos de ellos un tanto de originalidad.
Por ejemplo, la inexplorada figura de los convenios de colaboracién para la
gestion (léase ejecucion) de las obras poblicas de interés general (arts. 88.3
y 89.3), la previsién de una ley propia reguladora de los convenios con el
Estado en un momento en el que la entonces vigente ley 30/1992 carecia

(1) MarTiN RegoLLo, L.: «Relaciones de la Comunidad Auténoma con el estado y con ofras
Comunidades Auténomas», en BERMEIO VERA, J. y LOPEZ RAMON, F. (Dirs.): Tratado de Derecho
Piblico Aragonés, Thomson-Civitas, 2010, pp. 858-886.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 318-339 321



JOSE LUIS BERMEJO LATRE

de suficiente densidad normativa (art. 88.4), o la voluntad de participar en el
establecimiento de servicios ferroviarios internacionales, con la mira puesta en
la ansiada reapertura de la linea Zaragoza-Canfranc-Pau, cuyo tréfico sigue
suspendido y trocado por un servicio sustitutivo de autobis desde el 17 de
marzo de 1970 (art. 88.5) (2).

Singular atencién merece el tratamiento de la Comisién Bilateral de Coo-
peracién Aragén-Estado (art. 20 EAAr), prolongacién, como en el resto de
Comunidades Auténomas, de las todavia operantes, aunque ya infrecuentes,
comisiones de traspasos de funciones y servicios encargadas de materializar la
transferencia de competencias desde la Administracién estatal a la autonémica.
Aunque a la regulacién estatutaria de esta Comisién se le ha reprochado cierta
ambigiedad por exigir su celebracién «en todo caso... en sesién plenaria y
cuando lo solicite una de las dos partes» (parece faltar una referencia a la
periodicidad minima de las sesiones), lo cierto es que el texto cumple con su
cometido de identificar claramente la alta responsabilidad que le incumbe a
este érgano desde la reforma de la Ley orgdnica del Tribunal Constitucional en
el afio 2000, cual es la de «prevenir conflictos entre ambas Administraciones,
asi como intentar dirimir controversias por via extraprocesal» (art. 90.2.d).

En lo tocante a la colaboracién interautonémica, cabe destacar el guifio
del art. 91.1 a las instituciones actuales que se entienden sucesoras de los
antiguos reinos y principados de la Corona de Aragén. En efecto, ocupan un
lugar preferente (literalmente, especial) las Comunidades Auténomas con las
que la aragonesa tiene vinculos histéricos y geogréficos. Aunque cabria afirmar
la existencia de vinculos histéricos entre Aragén y las Castillas (cuyas dinastias
regias se unieron conyugalmente varias veces a lo largo de la historia, aunque
parecido discurso cabria sostener para Aragén y Andalucia si se considera
que Abderraman Il fue yerno del abuelo del primer rey aragonés), parece
que la alusién de esta norma se dirige —por este orden— a Cataludia, las
Islas Baleares y la Comunidad Valenciana. Y la relacién multilateral horizontal
entre estas Comunidades se ha formalizado en varias ocasiones, seguramente
menos de las deseables, pero al menos ya patentes: asi en la presencia de
todas en el Patronato del Archivo de la Corona de Aragén creado por RD
de 8 de noviembre de 2006, o en la reunién sostenida en octubre de 2021

(2) Notese que desde 2019, la Administracién de la Comunidad Auténoma ha sido
la responsable de presentar la candidatura hispanofrancesa a la convocatoria de Fondos
Europeos del Mecanismo Conectar Europa (Connecting Europe Facility 2014-2020), con un
dossier fitulado «Superando las conexiones pérdidas entre Francia y Espafia: Seccién ferroviaria
transfronteriza Pau-Zaragoza. Reapertura del Tunel Ferroviario de Somport» por un importe
de casi 9 millones de euros. Esta accién, consentida y alentada por las autoridades estatales,
se podria considerar como un ensayo o, en el mejor de los casos, como un preludio, de la
aplicacién de los arts. 88.3, 89.3 y 88.5 del EAAr.
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junto a las patronales empresariales de estos territorios (en expresién de lo
que MaRrTIN Resollo ha calificado como «diplomacia informal» o «simbdlica»,
tratdndola como una modalidad mds de colaboracién institucional). En lo que
respecta a los vinculos geogréficos, son inexorables los que unen Aragén y
las dos Castillas, La Rioja, Navarra, y también Cataluia y la Comunidad
Valenciana. En este sentido, mds adelante se apuntard la existencia de ins-
trumentos de colaboracién interautonédmica suscritos para la puesta en comidn
de servicios y prestaciones diversas, pudiéndose ahora adelantar el especial
significado del singular «protocolo de colaboracién general» entre los gobiernos
de Aragén y Navarra de 15 de junio de 2009, instrumento periédicamente
renovado y actualizado que tiene por objeto estrechar las relaciones entre
ambas Comunidades y mejorar la prestacién de servicios a los ciudadanos
residentes en municipios limitrofes. Es digno de resefia el interés comin de
ambas Comunidades Auténomas en sectores estratégicos para las dos, cuales
son el agroalimentario, la automocién y el impulso a las infraestructuras viarias
(desdoblamiento de la N-232, autovia Pamplona-Jaca-Huesca-Lérida y corredor
ferroviario del eje Cantébrico-Mediterréneo).

Por lo demds, la norma estatutaria contiene cautelas minimas, pero elo-
cuentes, sobre la actividad convencional horizontal de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, obligando al Gobierno a informar a las Cortes de Aragén
(y a las Cortes Generales, como ordena el 145.2 de la CE) de la suscripcién
de dichos instrumentos en el plazo de un mes a contar desde el dia de su
firma (3). Asimismo, se dispone una reserva de ley formal (que tardé poco en
hacerse efectiva, como veremos) sobre el régimen juridico de estos convenios
y acuerdos. No podria ser de otra manera, no tanto por razén de la reserva
estatutaria establecida por el art. 145.2 de la CE, sino por la renuncia de la
legislacién estatal bdsica a ocuparse de esta materia (art. 47.2.a.2° LRISP) (4).

(3) La simple comunicacién procederd en el caso de los convenios horizontales de
colaboracién suscritos para la gestién y prestacién de servicios propios, mientras que para la
suscripcién de acuerdos de cooperacién se impone la ratificacién de la cdmara autonémica
previa a la autorizacién de las Cdmaras estatales, ex art. 41.g) del EAAr, como recuerda
GIMENO Lorez, A.: «Relaciones de colaboracién con otras Comunidades Auténomas», en Aso-
ciacién de Letrados de la Comunidad Auténoma de Aragén (coord.): Estudios juridicos sobre
el Estatuto de Autonomia de Aragén de 2007, Gobierno de Aragén, 2008, p. 232-233.

(4) Ello a pesar de que VEeLasco CaBalLErRO, F. «Régimen juridico-organizativo de la Admi-
nistracién local tras la Ley de Régimen Juridico del Sector Poblico de 2015», en Anuario de
Derecho Municipal n° 9, 2015, p. 39, afirma que «dificilmente un estatuto de autonomia puede
regular propiamente el convenio en si (su contenido y cumplimiento), precisamente porque
cada esfatuto de autonomia (y las leyes autonémicas que en él se basan) no pueden regular
un acto juridico bilateral, de dos o més comunidades auténomas», de modo que «hay que
aceptar que también a los convenios entre Comunidades Auténomas se aplicardn las normas
bdsicas sobre convenios de la LRISP en todo lo que se refiera al acto juridico convencional
(aunque no a los actos internos preparatorios o ejecutivos del convenio)».
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lll. EL MARCO LEGAL ESTATAL BASICO

Poco cabe afiadir al exhaustivo andlisis de Toscano Git sobre el tratamiento
que dispensa la LRJSP a los convenios administrativos (5). Resumidamente, y
cifiendo el discurso a lo relativo a los convenios interadministrativos (dejando
fuera los aspectos relativos a los convenios donde intervengan sujetos parti-
culares), este autor recuerda que la regulacién se encuentra imbuida de una
preocupacién por el déficit piblico y la estabilidad presupuestaria, en conso-
nancia con el momento «postcrisis» de su aprobacién (). Celebra su pretension
de complitud, aunque aprecia algunas carencias de las que predica la bondad
de permitir el desarrollo autonémico al restar densidad a las bases estatales (7).
Afirma que se trata de una regulacién bésica completa y exhaustiva, pero que
no plantea dudas de constitucionalidad, mdxime tras la STC 132/2018, de
13 de diciembre, que se limité a anular tres referencias puntuales al plazo de
liquidacién de los convenios extinguidos. No obstante, reprocha la falta de
claridad de la Disposicién final 14° de la LRJSP que no especifica la condicién
de no bésicos de varios preceptos, los cuales son literalmente aplicables en

exclusiva al Estado (arts. 48.2 y .8.2°, 49.h.2°.2 y 50.2).

Por su parte, GARCiA MoraLes ha resefiado las novedades que introduce
esta ley en lo tocante a la dimensién orgdnica de la cooperacién (8). Asi
pues, la LRJSP ofrece una regulacién de la Conferencia de Presidentes, y
aumenta la granularidad de la regulacién de las Conferencias sectoriales
en relacién a sus funciones y al régimen de sus decisiones. En este punto,
se prevé que cada Conferencia Sectorial disponga de un reglamento interno

(5) Toscano Gi, F.: «La nueva regulacién de los Convenios administrativos en la Ley
40/2015 de régimen juridico del sector piblico», en Revista General de Derecho Adminis-
trativo n°® 45, lustel, 2017.

(6) Tributaria del Dictamen del Tribunal de Cuentas 878 de 30 de noviembre de 2010,
resultante en una mocién elevada a las Cortes Generales y asumida por ésta mediante Reso-
lucién de 18 de diciembre de 2012, aprobada por la Comisién Mixta para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas.

(7)  La LRISP no incluye la regulacién de todos los tipos de convenios existentes en nuestro
ordenamiento, incluyendo exclusiones significativas tales como la de los interautonémicos; no
menciona expresamente a las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las
Administraciones ferritoriales como eventuales partes de un convenio administrativo; no concreta
el contenido de los «efectos juridicos» del convenio, a diferencia de cuanto se regula acerca
de los acuerdos adoptados en sede de los distintos érganos de cooperacién regulados en la
propia LRISP; recoge una clasificacién imprecisa (respecto de los sujetos intervinientes) y juridi-
camente irrelevante de los convenios administrativos; no se complementa adecuadamente con
la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales (la LRJSP
incorpora los «convenios internacionales», y ésta los acuerdos internacionales administrativos).

(8) Garcia Morates, M.J.: Transparencia y rendicién de cuentas de las relaciones de
cooperacién intergubernamental en el Estado Autonémico, Generalitat de Catalunya, 2017,
pp. 108-113.
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aprobado por sus miembros; que se pueda solicitar su convocatoria por al
menos una tercera parte de sus miembros; que sus reuniones se celebren
con una cadencia minima anual y que puedan fenerse por videoconferencia
y medios electrénicos; que sus secretarias se encarguen de la preparacién
de las reuniones, efectuar la convocatoria de las conferencias, redactar las
actas, expedir certificaciones o custodiar la documentacién que generan las
conferencias; que en ellas se informe sobre los anteproyectos de leyes y los
proyectos de reglamentos estatales o autonémicos cuando afecten de manera
directa al dmbito competencial respectivo o asi se prevea en la normativa
aplicable; que puedan emitir acuerdos (obligatorios y judicialmente exigibles
para los firmantes, salvo que la autoridad estatal esté ejerciendo funciones de
coordinacién, en cuyo caso son obligatorios sin excepcién) y recomendaciones
(vinculantes solo para quienes han votado a favor y, en el caso de que decidan
apartarse de ella, deberdn motivarlo y se incorporaré esa justificaciéon en el
expediente); y que se formen en su seno Comisiones Sectoriales (érganos de
trabajo y apoyo de cardcter general, integrados por el Secretario de Estado
—u é6rgano superior— del ramo y los representantes de las Comunidades
Auténomas, capacitados para ejercer funciones consultivas, decisorias o de
coordinacién —entre las cuales el establecimiento de planes horizontales,
entre Comunidades Auténomas—) y Grupos de trabajo (érganos de cardcter
técnico y casual abiertos a la participacién de organizaciones representativas
de intereses afectados).

Destaca también la autora que la LRJSP adopta, de la regulacién ya
vigente de algunos Estatutos de autonomia, la posibilidad de que las Comisiones
Bilaterales de Cooperacién creen Grupos de trabajo, que puedan convocarse
y adoptar acuerdos por videoconferencia o por medios electrénicos y que
tomen decisiones conforme a un régimen idéntico al que rige para las Confe-
rencias Sectoriales, arriba descrito, reforzdndose el cardcter juridico de unos
acuverdos hasta la fecha solo dotados de una mera vinculacién politica. Final-
mente, la LRJSP regula expresa y novedosamente las Comisiones Territoriales
de Coordinacién como érgano multilateral vertical de composicién bipartita o
tripartita (segdn se incluya a representantes de las respectivas Administraciones
territoriales), cifiendo su despliegue a Administraciones cuyos tferritorios sean
colindantes o coincidentes, restringiendo sus decisiones a la modalidad de
acuerdos de obligado cumplimiento, pero a la vez permitiendo la disidencia
de sus miembros.

IV. EL MARCO LEGAL AUTONOMICO

Llegados a este punto, procede analizar los preceptos de la LORJSPA
que se ocupan de la regulacién de las relaciones interadministrativas, desde

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 318-339 325



JOSE LUIS BERMEJO LATRE

los principios que las rigen hasta los instrumentos que las expresan con todos
sus pormenores. De este cometido se ocupa el titulo V, presidido por sendos
preceptos introductorios (arts. 145 y 146) donde se colacionan principios
insoslayables, tales como la lealtad institucional, competencia, colabora-
cién, cooperacién, coordinacién, eficiencia, responsabilidad, igualdad en
el ejercicio por los ciudadanos de sus derechos, solidaridad interterritorial,
sin perjuicio de cuantos otros figuren en el ordenamiento constitucional y
legal aplicable (hay, por ejemplo, una reserva adicional especifica para
dar entrada a la legislacién relativa a relaciones con las entidades locales).
Asimismo, la colaboracién y cooperacién se consideran como deberes para
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén en el ejercicio de
sus competencias.

Del citado titulo V destaca la regulacién de los convenios, si bien ésta
dista de ser totalmente novedosa por cuanto se nutre de la hasta ahora vigente
Ley 1/2011, de 10 de febrero, de convenios de la Comunidad Auténoma de
Aragén. En este titulo V se incluyen también los 6rganos de cooperacién ya
definidos en el Estatuto de Autonomia (Comisién Bilateral de Cooperacién,
Comisién Mixta de Asuntos Econdmico-Financieros y Comisién Mixta de Trans-
ferencias). Estos contenidos son los principales instrumentos para la concrecién
del llamado «Estado autonémico cooperativo» en nuestra Comunidad (9).

1. Convenios

La Comunidad Auténoma de Aragén, ademds de los incontables conve-
nios «verticales» suscritos con la Administracién General del Estado y los entes
locales de su territorio, se ha preocupado por entablar relaciones «horizonta-
les» con otras Comunidades, limitrofes o no, sobre las materias mds dispares:
asistencia sanitaria en urgencias y emergencias en las zonas limitrofes, viajes
escolares, conservacién de especies naturales, transmisién de sefiales de la
TV autondmica... Estas relaciones no solo han sido bilaterales, sino también
multilaterales, en la medida en que desde 2008 se impulsé la ronda ciclica
de encuentros de alto nivel de las Comunidades Auténomas con Estatutos «de
nueva generacién». De estas rondas, hoy interrumpidas, fructificaron convenios
de aparentemente escasa entidad politica o institucional, pero de alta resolucién
y notable interés pdblico (puesta en comidn de las redes de casas de acogida
de menores, reconocimiento reciproco de ciertos certificados profesionales,

(9) «Estado autonémico cooperativo» segin DivassON MenpiviL, J.: «Los convenios de
colaboracién entre el Estado y las Comunidades Auténomas», en Asociacién de Letrados de la
Comunidad Auténoma de Aragédn (coord.): Estudios juridicos sobre el Estatuto de Autonomia
de Aragén de 2007, Gobierno de Aragén, 2008, pp. 226-227; «autonomismo cooperativo»
segin GIMENO Lopez, A.: «Relaciones de colaboracién con otras Comunidades Auténomas»,
en la misma obra (p. 230) y parafraseando a Tajabura TejADA.
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homologacién de licencias, etc.). La presencia, cuando no la promocién, de la
Comunidad aragonesa en estas iniciativas, acredita el favor histérico del que
gozan los convenios interadministrativos en nuestra Comunidad.

No en vano la normativa propia se adelanté a la bdsica estatal que
ahora desarrolla la LORJSPA. En efecto, la ya derogada Ley 1/2011 aporté
en su dia sistematicidad, claridad y transparencia a la actividad convencional
del sector publico aragonés, supliendo las muchas carencias de la entonces
vigente ley 30/1992, y completando la hasta entonces fragmentaria regulacién
aragonesa de los aspectos internos, burocrdticos, de la actividad administrativa
convencional. Muchos de los hallazgos de esa ley originaria han pasado a la
LORJSPA, sin que con ésta haya concluido la atencién del legislador aragonés
por estas Utiles herramientas colaborativas. Al contrario, el art. 10 de la Ley
1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa insiste en el hecho
de que los convenios son los instrumentos de colaboracién por antonomasia,
y recoge un mandato general para las Administraciones piblicas aragonesas
de promocién del ejercicio conjunto de sus facultades de intervencién (poli-
cia, inspeccién y sancién) sobre las actividades econémicas, para impulsar
la simplificacién administrativa y agilizar el otorgamiento o control de titulos
habilitantes, ejecutar proyectos concretos, desarrollar sectores econédmicos o
resolver todo tipo de procedimientos administrativos.

La LORJSPA ofrece una definicién en positivo de los convenios, califican-
dolos como acuerdos con efectos juridicos adoptados en el &mbito propio de
la actuacién y para un fin comidn de las partes contrayentes. Se entiende como
partes la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y sus organis-
mos publicos adscritos, las universidades piblicas del Sistema Universitario de
Aragén (10). Simétricamente, se tiene por contrapartes a las administraciones
—y sus entes dependientes— estatales, autonémicos, locales, las universidades
pUblicas y cualesquiera otros sujetos de derecho publico y privado; e incluso
a cierfas instancias internacionales, ya que se mencionan expresamente entes
regionales europeos y entes piblicos de otros Estados u organismos internacio-
nales con intereses econdémicos, sociales, ambientales, educativos, cientificos
y culturales comunes (arts. 147.1 y 148.1).

(10) Conforme a cuanto dispone la Ley 5/2005, de 14 de junio, de Ordenacién del
Sistema Universitario de Aragdn, la referencia ha de entenderse hecha a Gnicamente a la
Universidad de Zaragoza, puesto que los tres centros asociados de la Universidad Nacional
de Educacién a Distancia (Barbastro, Calatayud y Teruel), segin el art. 2.2 de la citada Ley,
«se relacionardn con el sistema universitario de Aragén a través de los convenios o acuerdos
que, en su caso, se suscriban por la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
con tal Universidad», lo cual implica que no son realmente «universidades pdblicas «del sis-
tema», sino que éste se relaciona con ellos mediante convenios sujetos, eso si, a la LORJSPA
por razén de la posicién de la contrayente principal (la Administracién autonémica).
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En este 0ltimo caso, no es desdefable la importancia que, en una Europa
unida, un mundo globalizado y contando ya con una regulacién legal estatal de
cobertura —la citada Ley 25/2014, de 27 de noviembre—, puede alcanzar la
actividad convencional internacional de nuestra Comunidad Auténoma, que ya
participa en acciones de cooperacién transfronteriza (Comunidad de Trabajo
de los Pirineos) y transnacional (espacio SUDOE del programa INTERREG),
cooperacién al desarrollo y otras materias (11). A pesar de ello, la LORJSPA no
dedica precepto alguno a integrar la normativa estatal que regula una actividad
convencional internacional autonémica que, conforme a los arts. 52 y 53 de la
Ley 25/2014, se podria articular mediante dos figuras, los «acuerdos interna-
cionales administrativos» (acuerdos para la ejecucién o concrecién técnica de
tratados internacionales suscritos por Espafia) y los acuerdos internacionales
no normativos» (declaraciones de intenciones o compromisos de actuacién de
contenido politico, técnico o logistico). Esta integracién seria necesaria, tanto
desde el punto de vista procedimental como sustantivo, para disciplinar las
fases negocial, autorizatoria estatal y ejecutiva autonédmica de estos acuerdos.
Asimismo, seria preciso aclarar que la exigencia de vinculacién material de los
acuerdos al dmbito competencial autonémico se refiere a materias exclusivas
y/o compartidas, lo cual no estd taxativamente distinguido en la ley estatal.
Asi, por ejemplo, era plausible el art. 20.2 de la hoy derogada Ley 1/2011,
de 10 de febrero, de convenios de la Comunidad Auténoma de Aragén, que
cefia las materias sobre las que acordar a la «investigacién, desarrollo tecno-
lé6gico, proteccién del medio ambiente, ayuda al desarrollo y apertura exterior
de la economia aragonesas.

Simétricamente, también se definen los convenios en negativo, al mencio-
nar los «protocolos generales de actuacién o instrumentos similares» (art. 147.2
LORJSPA) (12), las «encomiendas de gestidén» y «acuerdos de terminacién con-

(11) Que incluso la normativa estatal requiere de algunos ajustes es un hecho, como
advierte MaGADI, N.: «Régimen juridico de la actividad internacional de las universidades
pUblicas», en LopEz RAMON, F.; Rivero ORTEGA, R.; FERNANDO PABLO, M.M. (coords.): Organizacién
de la Universidad y la Ciencia, 2018, pp. 660, ya que el sistema de informe ministerial pre-
ceptivo no impide a las Comunidades Auténomas decidir sin més si pueden celebrar convenios
con entes pUblicos pertenecientes a territorios sin pleno reconocimiento internacional (p.ej. el
Sdhara Occidental o Kosovo).

(12) Se trata de documentos episédicos, de contenido programdtico o declarativo
no vinculante, sin compromisos juridicos concretos y exigibles, pero con un indudable valor
simbdlico y un cardcter potencialmente precursor de actuaciones acaso menos solemnes pero
més eficaces. No en vano estos protocolos han sido considerados como precontratos por
ColtAs TeNas, J.: «<Encomiendas de gestién, encargos y convenios en la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Juridico del Sector Publico», Cuadernos de Derecho Local n® 41, 2016,
pp. 170y 171. Por ello, dado su previsible impacto reflejo, la LORJSPA introduce la cautela
de la autorizacién del Gobierno de Aragén previa a su sucripcién.
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vencional de los procedimientos administrativos» (art. 147.3 LORJSPA) (13), y
los «contratos» (art. 147.4 LORJSPA) (14). A su vez, el art. 147.5 reserva la
aplicacién de la normativa existente en materia de subvenciones piblicas a los
convenios que instrumenten el otorgamiento de una subvencién, o las relaciones
con entidades colaboradoras en la gestién de subvenciones.

A partir de esta definicién, la LORJSPA tipifica los diferentes convenios
(art. 148), exigiendo que se informe a las Cortes de Aragén y a las Cortes
Generales en el plazo de un mes a contar desde la fecha de la firma de los
convenios interautonémicos, recordando el debido respeto a la normativa de
régimen local cuando los convenios se celebren con entidades locales, y remi-
tiendo a los convenios urbanisticos a su normativa especifica.

La LORJSPA dispone el contenido minimo de los convenios en términos casi
idénticos a los de la LRJSP, salvo en lo referido al régimen de modificacién del
contenido del convenio (art. 149.1.h LORJSPA), por cuanto el segundo inciso
del art. 49.g) de la LRISP afiade —y debe ser tenido por norma supletoria,
por mds que redundante— que «a falta de regulacién expresa la modificacién
del contenido del convenio requerird acuerdo unénime de los firmantes». Otra
diferencia se aprecia en el tratamiento del plazo de vigencia del convenio (art.
149.1.i LORJSPA), teniendo en cuenta que este deberd ser determinado y no
superior a cuatro afos, salvo que una norma disponga un plazo mayor. En
cualquier momento antes de la finalizacién del plazo de vigencia, los firmantes
podrdn acordar undnimemente su prérroga por un periodo de hasta cuatro
afios adicionales o su extincién, siempre que esa posibilidad esté prevista en
el propio convenio (15). Otros dos elementos adicionales, de interés desigual,

(13) Son los «convenios de composicién», en expresién acuiiada por BusTilo Bolabo,
R.: Convenios y contratos administrativos: transaccién, arbitraje y terminacién convencional del
procedimiento, Aranzadi-Thomson Reuters, Cizur Menor, 2010, pp. 292 y 293; instrumentos
regulados, casi en los mismos términos, en el art. 86 de la Lley 39/2015.

(14) Aunque no es este el (autor ni tampoco el) lugar apropiado para disertar, y mucho
menos para sentar un criterio distintivo definitivo entre convenios y contratos —figuras prdctica-
mente indistinguibles desde el punto de vista de su objeto o prestacién—, cabe recordar que
desde la STJUE de 9 de junio de 2009 (asunto C-480/06, Comisién contra Alemania) y su
secuela, el art. 12.4 de la Directiva 2014/24 de 26 de febrero, sobre contratacién piblica
(y el apartado 33 de su predmbulo), el factor distintivo del convenio es la coincidencia de
intereses, exclusivamente publicos, de las partes (en el contrato hay contraposicién). Ademas,
como recuerda Moreo MarroiG, T.: «De vuelta con la diferencia entre contrato, convenio y
subvencién», en el blog del Observatorio de contratacién poblica, hitp://www.obcp.es/opi
niones/de-vueltacon-la-diferencia-entre-contrato-convenio-y-subvencion (10 de junio de 2013),
en el contrato hay precios y en el convenio hay simplemente cobertura de costes.

(15) La ley bésica permite que se eleve la duracién méxima de los convenios mediante
instrumento normativo, sin exigencia de rango alguna: la norma autonémica de desarrollo —lo
que no es el caso— o una norma sectorial aplicable, pero nunca en el propio convenio. En
cuanto a la previsién de acuerdo undnime para la prérroga del mismo, opina Garcia LuenGo,
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figuran en el art. 149.1 LORJSPA: la «jurisdiccién competente» (hay que enten-
der que lo que se permite pactar es la competencia territorial de un érgano
concreto, pues el orden no puede ser otro que el contencioso-administrativo,
y siempre dentro de las coordenadas de los arts. 10.1.gy 11.1.cdela )y
los elementos rituarios (localidad, fecha y firma del convenio).

Una de las novedades respecto de la regulacién anterior es la descon-
centracién de la competencia para la firma de convenios, anteriormente con-
centrada en la presidencia con cardcter general (salvo que en el acuerdo de
autorizacién se dispusiera otro firmante). El art. 150.2 LORJSPA permite suscribir
convenios, ademds de al titular de la Presidencia del Gobierno de Aragén,
a los de los departamentos y a los gerentes o directores de los organismos
pUblicos, designdndose la representacién mediante el oportuno acuerdo del
Gobierno de Aragén que facultard para la firma (16). Consecuentemente a
esta desconcentracién, el art. 150 de la LORJSPA encomienda al Gobierno de
Aragén autorizar los convenios de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén y sus organismos piblicos con cardcter previo a su firma,
modificacién y resolucién (17). Se exime de esta autorizacién a los convenios
interadministrativos cuyo fin Unico sea el otorgamiento a los beneficiarios de
subvenciones publicas, que se regirdn por la normativa aplicable en materia
de subvenciones (18).

J.: «Instituciones sustantivas en la Ley 40/2015, de régimen juridico del sector piblico: los
principios de la potestad sancionadora, la responsabilidad administrativa y el nuevo régimen
de los convenios administrativos», El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho
n° 83, 2016, p. 26, que esta limitacién temporal debe ser entendida como aplicable a la
forma de adopcién de las prérrogas —siempre por un maximo de cuatro afios— pero no al
némero de éstas, pues de ofro modo no cabria suscribir convenios para atender necesidades
permanentes. La observacién es razonable, dada la restriccién de la duracién méxima, solo
excepcionable mediante norma (legal o reglamentaria, pero norma al fin y al cabo, con todo
lo que ello conlleva desde el punto de vista procedimental).

(16) La LORJSPA completa y mejora la regulacién bdsica, contenida en el art. 48.8
LRISP, relativa a los requisitos de eficacia de los convenios, al precisar que la prestacién del
consentimiento de las partes [y, por lo tanto, el perfeccionamiento del convenio) se realiza
mediante su firma. No obstante, la precisién seria ociosa, a la vista de la caracterizacién de
la firma como instrumento de acreditacién de la autenticidad de la expresién de voluntad y
consentimiento, asi como de integridad e inalterabilidad de lo suscrito ex arts. 10.1 LPAC y
43.1 LRJSP.

(17) No asi para la prérroga que, «siempre que esté prevista, podrd suscribirse por
el titular del érgano firmante del convenio, dando posterior comunicacién al Gobierno de
Aragén» (art. 150.4 LORJSPA).

(18) Las diferencias précticas son notables, y tampoco quedan resueltas totalmente con
esta remisién en blanco. De hecho, el TS estd llamado a resolver el problema de la naturaleza
juridica de los convenios de financiacién para la implantacién de infraestructuras o servicios,
distinta si se trata de articular subvenciones directas o de cooperar transfiriendo fondos, pues
de ello se derivan consecuencias para la liquidacién de las obligaciones correspondientes
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Esta autorizacién previa no es la Onica formalidad previa a la firma,
sino que el art. 151 LORJSPA regula pormenorizadamente un procedimiento
de tramitacién de los proyectos de convenio, que se propone &gil y simple,
para no desmerecer los fines perseguidos con su formalizacién (art. 151.8
LORJSPA). Este procedimiento incluye la confeccién de una memoria expresiva
de los antecedentes, el objeto, la necesidad y oportunidad de la actuacién,
los compromisos que se adquieran, su financiacién y el impacto econémico
del convenio si lo hubiera, asi como el cardcter no contractual de la actividad
en cuestién (19). Ademds de esta memoria, se exigen informes preceptivos en
diversas circunstancias, tales como el del departamento competente en materia
de universidades cuando la contraparte de la Administracién aragonesa sea
una universidad, o el del departamento competente en materia de hacienda,
sobre la suficiencia de crédito presupuestario en caso de que se suscriban
compromisos de gastos de cardcter plurianual (20).

La publicidad de los actos relativos a cada convenio (suscripcién, extin-
cién, prérroga o modificacién) se garantiza mediante el deber de inscripcién
en el Registro Electrénico de Convenios y Organos de Cooperacién de la
Comunidad Auténoma en el plazo de un mes a partir de la firma, y la posterior
publicacién del convenio suscrito (o de sus eventos sucesivos) el «Boletin Oficial
de Aragén», incluso si se trata de convenios de instrumentacién de subven-
ciones deberdn igualmente ser inscritos en el citado Registro (21). Cuando los

(en el primer caso, la Administracién financiadora exigiria a la financiada la justificacién de
todas y cada una de las partidas sefialadas en el convenio, en el plazo estipulado, siendo
improcedente el abono de aquellas cantidades que no estén debidamente relacionadas con
las partidas expresadas en el presupuesto anexo al convenio: vid. el ATS 13 de octubre de
2021, de admisién a tramite del recurso de casacién de la Comunidad de Auténoma de
Aragén en relacién con la liquidacién final del convenio suscrito por el Gobierno de Aragén
y el Ayuntamiento de Zaragoza para la financiacién de una linea de tranvia en la capital).

(19) A imagen de lo dispuesto en el art 50.1 LRJSP, precepto respetuoso con las com-
petencias autonémicas al exigir dnicamente la elaboracién de una memoria justificativa de
la necesidad y oportunidad del convenio, su impacto econdmico y el cardcter no contractual
de la actividad objeto del mismo, dejando a salvo «las especialidades que la legislacién
autonémica pueda prever». Se reflejan en la exigencia de esta memoria las preocupaciones
relativas al cumplimiento de las reglas de estabilidad presupuestaria.

(20) Esta regla parece incorporar a la realidad autonémica aragonesa la aplicable
en exclusiva a los convenios estatales segin el art. 50.2.d) LRJSP: «cuando los convenios
plurianuales suscritos entre Administraciones Piblicas incluyan aportaciones de fondos por
parte del Estado para financiar actuaciones a ejecutar exclusivamente por parte de ofra
Administracién Piblica y el Estado asuma, en el dmbito de sus competencias, los compromisos
frente a ferceros, la aportacién del Estado de anualidades futuras estard condicionada a la
existencia de crédito en los correspondientes presupuestos».

(21) La norma reguladora del «Registro General de Convenios de la Comunidad Auté-
noma de Aragén» (sic, sin mencién alguna a su cardcter electrénico ni a los érganos de
cooperacién) es el Decreto 57/2012, de 7 de marzo, del Gobierno de Aragén. Nétese la
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convenios entrafien compromisos econémicos superiores a trescientos mil euros,
se deben remitir electrénicamente a la Cémara de Cuentas de Aragén dentro
de los tres meses siguientes a su suscripcién. Asimismo, se comunicarén a la
Cémara de Cuentas de Aragén las modificaciones de contenido econémico,
prérrogas o variaciones de plazo, asi como la extincién de los convenios

indicados (22).

Finalmente, el art. 152 LORJSPA regula la extincién y los efectos de la
resolucién de los convenios, remitiéndose a las causas previstas en la legislacion
bdsica estatal, en el propio convenio o en las leyes (23). Dada la complitud
de los preceptos de la LRJSP relativos a la liquidacién econémica, la remisién
de la LORJSPA en este punto es perfectamente comprensible.

2. Organos de cooperacién. En especial, la Comisién Bilateral

La LORJSPA contiene la regulacién de la dimensién orgdnica del fenémeno
colaborativo, distinguiendo tres especies concretas de 6rganos «denomina-
dos» (la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado en el art. 153, la
Comisién Mixta de Asuntos Econdmico-Financieros en el 154 y la Comisién
Mixta de Transferencias en el 155 —es irénico que el numeral de la ley ara-
gonesa coincida con el del precepto constitucional que regula el fenémeno
inverso a las transferencias de competencias—). Asimismo, la LORJSPA prevé
la eventual existencia de otros érganos «innominados» en su art. 156. Estos
érganos pueden ser constituidos por iniciativa propia (y a tal efecto se citan
los consorcios, organizaciones personificadas de gestién para la consecucién
de finalidades de interés comin y las empresas pdblicas, remitiéndose a la

ausencia de referencias a las obligaciones de publicidad activa contenidas en el art. 8.1.b)
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Informacién Piblica y
Buen Gobierno (ni el mds especifico y detallado art. 17 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo,
de Transparencia de la Actividad Piblica y Participacién Civdadana de Aragdn). Tampoco la
LORJSPA (ni la LRJSP, en lo que toca a los convenios suscritos por la Administracién estatal)
precisa qué parte del convenio suscrito se debe publicar oficialmente. El art. 8.1.b) de la
LTBG, que es norma bdsica, exige la publicacién de «la relacién de los convenios suscritos,
con mencién de las partes firmantes, su objeto, plazo de duracién, modificaciones realizadas,
obligados a la realizacién de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones econémicas
convenidas.

(22) La LORJSPA es mds estricta en este punto que lo permitido por la norma bdsica:
conforme al art. 53.1 LRISP, la obligatoriedad de la remisién al érgano de fiscalizacién se
reduce a los convenios cuyos compromisos econémicos asumidos superen los seiscientos mil
euros. Por cierfo, esta competencia no ha sido incorporada al listado del art. 6 de la Ley
11/2009, de 30 de diciembre, de la Cédmara de Cuentas de Aragén.

(23) Recuérdese que el propio art. 149.2 LORJSPA habilita la posibilidad de que se
prevean causas de resolucién adicionales a las de la LRJSP, asi como indemnizaciones en caso
de que el convenio se resuelva por incumplimiento de los compromisos suscritos.
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normativa aplicable a cada figura) (24). Adicionalmente, puede tratarse de
érganos ajenos, en los que la Comunidad simplemente participa por medio
de representantes designados conforme a las reglas del art. 157 (el Conse-
jero competente por razén de la materia en las conferencias sectoriales, el
secretario general técnico o el director general designado por el Consejero
en las comisiones sectoriales, el jefe de servicio designado por el Consejero
o el director general en los grupos de trabajo y, por Gltimo, el érgano equi-
valente al que dispongan las administraciones participantes en las comisiones
territoriales de coordinacién).

Dada la proximidad del techo competencial autonémico establecido en el
EAAr, son pocas las competencias ejecutivas («funciones y servicios») nominal-
mente aragonesas pero todavia materialmente ejercidas por la Administracién
estatal, a lo que se une la relativa serenidad de las pretensiones aragonesas
por alcanzar dicho techo y la dudosa viabilidad de éstas (25). Consecuente-
mente, no es previsible que la Comisién Mixta de Transferencias, contemplada
en la disposicién transitoria sexta del EAAr originario de 1982, vaya a tratar
objeto alguno, al menos a corto o medio plazo, tras su Gltima intervencién en
2007 (26). En todo caso, el cardcter casual de esta comisidn paritaria implica
la remisién de la aprobacién de sus normas de funcionamiento al momento en
que se constituya, si llega a hacerse.

(24) Importa destacar lo inapropiado del término «érgano» empleado por el art. 156.1
de la LORJSPA en cuanto se refiere a organizaciones dotadas de personalidad juridico piblica
(consorcios y ofras organizaciones personificadas) y hasta privada (empresas piblicas). Los
vocablos «organismos», «entidades» u «organizaciones» se compadecerian mejor con la auto-
nomia de que gozan las citadas figuras por razén de su personalidad diferenciada, dejando
aparte su cardcter innegablemente auxiliar de las Administraciones que los crean y constituyen.

(25) El presidente de la Comunidad Auténoma proclamé en su comparecencia en las
Cortes de Aragén del 27 de enero de 2020 que «Vamos a reclamar las veintidés competencias
pendientes de transferir, vamos a demandar del Gobierno central la suscripcién del acverdo
bilateral econémico-financiero, previsto en el articulo 108 del Estatuto y que ya en la pasada
legislatura la comisién bilateral empezé a tratar (...) Si se transfieren competencias estatales
a alguna comunidad, nosotros exigiremos la posibilidad de decidir sobre el acceso al mismo
tratamiento». Asi pues, parece estar en la agenda aragonesa la reivindicacién del traspaso de
competencias —de imprevisible llegada, me permito insistir— de las que destacan la gestién del
sistema penitenciario, la de los ferrocarriles de cercanias y regionales, la de los aeropuertos de
interés general no reservados al Estado, la de las relaciones laborales incluyendo las politicas
activas de empleo y las subvenciones a la contratacién, la de la inmigracién, la del régimen
econémico de la Seguridad Social, asi como la creacién de un cuerpo de policia autonédmica
propio (superando el actual sistema de unidad adscrita del Cuerpo Nacional de Policia).

(26) Lo cual sucedi6 con ocasién del traspaso de funciones y servicios de la Adminis-
tracién del Estado a la Comunidad Auténoma de Aragén en materia de provisién de medios
personales, materiales y econémicos para el funcionamiento de la Administracién de Justicia,
negociando la operacién aprobada un mes y medio mds tarde por RD 1702/2007, de 14
de diciembre.
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Similar éxito cabe augurar a la Comisién Mixta de Asuntos Econémico-Fi-
nancieros, érgano bilateral entre las administraciones estatal y aragonesa para
la negociacién y acuerdo de todo lo relativo a la financiacién de la Comunidad,
tal y como prescribe el art. 109 del EAAr. La Comisién Mixta se reunié por
primera y dnica vez el 21 de diciembre de 2009, para —literalmente— aceptar
el (entonces) nuevo sistema de financiacién de las Comunidades Auténomas de
régimen comin y ciudades con Estatuto de Autonomia, fijar el valor inicial del
Fondo de Suficiencia Global y modificar el régimen de cesién, el alcance y
las condiciones de la cesién de tributos del Estado a la Comunidad Auténoma
de Aragén. Todavia en estos momentos no se ha podido acometer la revision
integral del sistema de financiacién autonémica de régimen comin, pendiente
nada menos que desde 2014, a pesar de las sucesivas rondas de negociacién
mantenidas individualmente con las Comunidades Auténomas. La dificultad de
articular el sistema planificatorio previsto por los arts. 108 y 109 del EAAr con
el modelo general de financiacién autonémica impide preferir la precedencia de
esta Comisién Mixta o del Consejo de Politica Fiscal y Financiera a la hora de
intervenir en la definicién del modelo financiero: probablemente no sea posible la
precedencia de una u ofro. Hoy por hoy no es auspiciable la activacién a corto o
medio plazo esta Comisién Mixta, también regida, en su caso, por el reglamento
de organizacién y funcionamiento inferno aprobado conjuntamente. Curiosamente,
ha sido en sede de otro érgano de cooperacién regulado en la LORJSPA donde
se han sustanciado negociaciones en materia financiera que habrian sido propias
de la Comisién Mixta: la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado (27).

En efecto, el protagonismo en las relaciones de cooperacién lo ostenta
la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado, instituida facticamente,
como recuerda LATORRE ViLa, el 26 de marzo de 1990, y hoy regida por un
reglamento de organizacién y funcionamiento interno aprobado por acuerdo
de sus partes integrantes el 27 de junio de 2017 (28). Su funcién es coordinar

(27) Contra lo previsto en el apartado primero de la disposicién transitoria primera del
EAAr. En la octava reunién de la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado, celebrada
el 19 de noviembre de 2018, se acordé la constitucién de un grupo de trabajo especifico
para el desarrollo del art. 108 EAAY, relativo al acuerdo bilateral econdmico-financiero entre
Aragén y el Estado, al que se aspira desde la reforma del EAAr de 1996, momento en que
se aspiré formalmente por primera vez prefendié obtener un tratamiento financiero especial
a imagen del foral navarro y vasco. La reunién fue también el marco para un debate acerca
de dos cuestiones de honda preocupacién para el Gobierno de la Comunidad, que trasladé
a su contraparfe su preocupacién en forno a la incidencia de la despoblacién, la dispersién
y el envejecimiento de la poblacién en la financiacién autonémica, factores permanentes en
la realidad y en la agenda aragonesa.

(28) Con anterioridad rigié otro de 8 de enero de 2009, sucesor a su vez de otro
de 12 de noviembre de 2001. Conviene precisar que la constitucién formal de la Comisién
bilateral, conforme a la configuracién juridica vigente tras la reforma estatutaria de 2007,
tuvo lugar el 9 de enero de 2008.
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e impulsar las relaciones bilaterales y realizar el seguimiento de la participa-
cién de Aragén en las competencias estatales en los supuestos previstos en el
Estatuto de Autonomia, de acuerdo con el articulo 90 del EAAr.

Esta Comisién tiene una composicién paritaria de doce miembros, su
presidencia es rotatoria anual y cuenta con una estructura auxiliar basada en
la existencia de tres figuras: la secretaria permanente, las subcomisiones y el
grupo de trabajo (29). La secretaria permanente es ejercida de forma conjunta
por sendos cargos con rango de Director General, designados por cada parte.
Las cuatro subcomisiones permanentes son temdticas (Seguimiento normativo,
prevencién y solucién de conflictos; Convenios y participacién en las compe-
tencias y organismos estatales; Infraestructuras; y Asuntos europeos y accién
exterior), mientras que el grupo de trabajo, constituido por tres representantes de
cada parte, es un érgano permanente de cardcter técnico, encargado de velar
por el cumplimiento de los acuerdos y realizar el seguimiento de su ejecucién.

La Comisién Bilateral ejerce funciones de deliberacién y, en su caso, acuerdo
sobre proyectos de ley estatales, actuaciones y planes conjuntos, conflictos
competenciales, y disefio de mecanismos de colaboracién sectoriales siempre
que incidan singularmente en las competencias o intereses de la Comunidad
Auténoma. Adopta sus acuerdos por conformidad de sus dos partes, acuerdos
que pueden ser publicados oficialmente, de manera potestativa. La doctrina del
Tribunal Constitucional ilustra sobre la posicién institucional de las Comisiones
Bilaterales de Cooperacién, que ni reducen la superioridad del Estado ni son
la dnica forma, ni la exclusiva, para articular la relacién bilateral entre ambas
instancias ferritoriales (30). De hecho solo relacionan a gobiernos (y sus Admi-
nistraciones puiblicas) en el dmbito de sus respectivas competencias, que son
por naturaleza ejecutivas, reglamentarias y, como mucho, preparatorias de la
legislativa correspondiente a las Cortes Generales y los parlamentos autonémicos.

Se trata de un instrumento valioso, de reforzado protagonismo desde la
introduccién en el ordenamiento constitucional del mecanismo de prevencién y
reduccién de la conflictividad entre el Estado y las Comunidades Auténomas por el
art. 33.2 de la LOTC, esa especie de fase de conciliacién voluntaria tan efectiva,
segun revela un reciente andlisis realizado por De LA QUADRA-SALCEDO JaNINI (31).

(29) La LORJSPA pauta la celebracién anual de esta Comisién Bilateral en sesién
plenaria, como minimo. La presidencia serd alternativa por periodos temporales de un afio
natural correspondiendo los pares al Estado y los impares a Aragén.

(30) Esta doctrina se halla en los FFJJ 13 'y 115 de la STC 31/2010, de 28 de junio,
relativos a los arts. 3.1 y 183 del Estatuto de Autonomia de Catalufia de 2006.

(31) De tA Quabra-Saicepo JaniNi, T.: «Un balance sobre la conflictividad y la coopera-
cién en la resolucién de las controversias competenciales», en Couno, C. (coord.): Retos de la

gobernanza multinivel y la coordinacién en el estado autonémico: de la pandemia al futuro,
INAP, Madrid, 2021, pp. 165, 170-171 y 174.
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Hoy por hoy, la Comisién Bilateral se encarga, sobre todo, de sustanciar las nego-
ciaciones tendentes a la suscripcién de acuerdos de tres tipos: en primer lugar, los
representantes de las Administraciones respectivas se pueden comprometer a pro-
mover la modificacién de los textos legales que suscitan el conflicto constitucional,
modificacién que hardn efectiva, en su caso, las cdmaras legislativas competentes.
En segundo lugar, las Administraciones negociadoras pueden (esta vez en pleni-
tud de facultades) comprometerse a adoptar un texto reglamentario en el que se
despeijen las dudas sobre la constitucionalidad del texto legal controvertido. Por
dltimo, cabe acordar los términos o criterios hermenéuticos orientativos de la préc-
tica aplicativa de las Administraciones implicadas que, sin embargo, nunca serdn
vinculantes para los érganos jurisdiccionales eventualmente llamados a aplicar las
normas controvertidas. Surge aqui la duda acerca de la conveniencia y alcance
del mecanismo negociador cuando del mismo resulta la renuncia a impugnar
normas «sospechosas» de incurrir en vicios de inconstitucionalidad (no ha lugar a
dudas la procedencia de la negociacién intraprocesal, por cuanto el desistimiento
de un proceso ya entablado debe ser admitido por el Tribunal Constitucional). Es
dificil asumir que las Comisiones Bilaterales puedan acabar hurtando facultades
al Tribunal Constitucional, validando Derecho nulo simplemente a través de una
composicién preprocesal, en un sistema parajurisdiccional cuya naturaleza no es
plenamente rogada.

De hecho, el Tribunal Constitucional ha reafirmado su facultad de pro-
nunciarse sobre la vulneracién de las competencias denunciada en el proceso
por mds que exista un acuerdo interpretativo entre las partes sobre el signi-
ficado de un concreto precepto de una ley (32). En estos casos, el Tribunal
Constitucional debe ponderar dos circunstancias para admitir el desistimiento
instado por las partes: la posicién de las demds partes personadas, cuando
las haya, y la existencia de un interés general potencialmente lesionado por el
desistimiento. Segun refiere bE LA QuADRA-SALCEDO JANINI, el Gobierno estatal ha
cifrado dicho interés general, a través de un acuerdo expreso del Consejo de
Ministros posterior a junio de 2018, en la existencia de doctrina constitucional
sobre la materia controvertida, la desaparicién sobrevenida de la controversia
por modificacién de la normativa bésica estatal que sirve de canon de control
de la norma autonédmica impugnada, o el compromiso firme, manifestado en
un érgano de cooperacién, de una Comunidad Auténoma de modificar un
determinado precepto legal en el sentido delimitado por el legislador estatal o
la doctrina constitucional. El tercero de estos presupuestos, como puede apre-

(32) Vid. SsTC 106/2009, de 4 de mayo —en cuestién de inconstitucionalidad sobre
la Ley de comercio de Cantabria de 2002—; 22/2015, de 16 de febrero —en cuestién de
inconstitucionalidad sobre la Ley del impuesto medioambiental sobre instalaciones de trans-
porte de energia de Extremadura de 2005—; y 79/2017, de 22 de junio —en recurso de
inconstitucionalidad sobre la Ley de garantia de la unidad de mercado de 2013 —.
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ciarse, afiade valor a los trabajos de las comisiones bilaterales como factores
de activacién de las solicitudes de desistimiento de los conflictos constitucionales
entablados por el Presidente del Gobierno contra disposiciones autonémicas.
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